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Resumen 

El Gobierno Nacional ha propuesto al sector minero-energético como motor de 

desarrollo, facilitando la entrada de empresas trasnacionales a territorios que 

tradicionalmente han subsistido con la explotación minera artesanal, lo que ha generado 

problemáticas económicas y sociales profundas que han desestabilizado las regiones y 

han puesto de manifiesto tanto la confrontación existente entre la política ambiental y el 

desarrollo industrial, como la dificultad en  la implementación de políticas nacionales a 

nivel local. Con este trabajo de investigación se analiza el papel que cumplen los 

diferentes niveles de gobierno en la implementación de las políticas minera y ambiental, 

sus competencias y coordinación a la hora de ejecutarlas, basándose en el estudio de 

caso del municipio de Vetas, Santander. 
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Abstract 

The National Government has proposed to the mining and energy sector as an engine of 

development, facilitating the entry of multinational companies to territories that have 

traditionally subsisted with artisanal mining, which has generated deep economic and 

social problems that have destabilized the regions and have demonstrated both the 

existing confrontation between environmental policy and industrial development, as the 

difficulty in implementing national policies at the local level. This research work 

discusses  the role of different levels of government on the implementation of the 

mining and environmental policies, his competence  and coordination when these 

policies are implemented,  basing on the case study of the municipality of Vetas, 

Santander. 
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Institucionalidad  y políticas públicas: Vetas,  entre la problemática 

ambiental y la tradición minera. 

 

Introducción 

 

Colombia es un país privilegiado por su riqueza natural; posee abundancia en recursos 

naturales renovables y no renovables. Productos como el carbón, el gas, el petróleo y el 

oro aparecen en la escena nacional como fuentes de desarrollo económico, y representan  

un gran atractivo para inversionistas extranjeros.  

 

Las proyecciones del Gobierno Nacional son muy claras: el objetivo es sacarle el mayor 

rendimiento al sector minero-energético y de esa forma subsanar muchas de las 

deficiencias sociales que se tienen a nivel nacional. Es por eso que en el plan de 

Desarrollo propuesto por el gobierno de Juan Manuel Santos, se establecieron  tres 

estrategias con el fin de favorecer dicho sector: “La primera fue promover la inversión 

nacional y extranjera en el sector con reglas de juego claras y un mejoramiento en el 

entorno de negocios. La segunda fue la de consolidar el desarrollo de clusters basados 

en bienes y servicios de alto valor agregado en torno a los recursos minero energéticos. 

Y en tercer lugar diseñar e implementar políticas para enfrentar los retos que se derivan 



de una situación de auge de recursos naturales” (DNP. 2011, p.208). Pero la idea de 

utilizar al sector minero-energético como motor de desarrollo no es algo novedoso, esto 

viene estando presente en el país desde hace algún tiempo.  Específicamente en el año 

2001, el código de Minas Decreto 2655 de 1988, es abolido por Ley 685 de ese mismo 

año, el cambio en la norma minera posibilitó la entrada de empresas extranjeras al país, 

al mismo tiempo que endureció las exigencias para los nacionales que realizaban dicha  

actividad.  

 La situación para los pequeños mineros en el actual gobierno ha sido complicada. 

Durante este cuatrienio se ha combatido la minería informal de forma constante, para las 

autoridades competentes este tipo de minería acarrea  graves consecuencias para el país: 

“En Colombia se evidencia elevados niveles de informalidad en el desarrollo de la 

actividad minera, asociada al ejercicio de explotación sin título minero y a la ausencia 

de estándares técnicos adecuados. Esa situación genera deterioro ambiental, 

descomposición social y en algunas zonas riesgos de seguridad nacional y se ve 

reflejada mayoritariamente en la pequeña minería” (Cante, 2012, p. 11). El objetivo del 

gobierno de turno es formalizar la pequeña minería y de esa forma combatir la minería 

ilegal, sin embargo, para  la formalización de la actividad minera son impuestas unas 

exigencias de difícil cumplimiento para los pequeños mineros nacionales,  pero que para 

las grandes empresas mineras resultan tramites sencillos, dejando en desventaja a los 

mineros locales.  

La minería a pequeña escala  o tradicional se viene realizando desde hace mucho 

tiempo en el país, específicamente desde el siglo XVI. Este hecho hace que esa 

actividad hoy en día encierre unos componentes sociales de gran valor para aquellos que 

la realizan: “Las empresas de minería a pequeña escala o artesanal son asociaciones 

familiares que contratan en promedio a 20 obreros en sus labores, en muchos casos se 

reportaron compadrazgo y complementariedad con otras actividades tales como la 

agricultura, la música y la capricultura, entre otros tipos de relaciones que dentro de las 

empresas multinacionales no se presentan”(Buitrago, 2012, p. 16). Al llegar estas 

grandes empresas mineras  al país no solo cambiaron la forma como se realizaba la 

actividad, sino que también produjeron inestabilidad en algunos territorios y en sus 

gentes, como en el municipio de  Vetas, en Santander.  

Este municipio eminentemente minero refleja la actual  política nacional en 

torno a la minería. Tanto la llegada  de las  transnacionales como la política de 

formalización minera  han generado cambios en el territorio.  



Uno de los  primeros cambios decisivos que se dio fue la venta o arrendamiento 

de títulos mineros por parte de los antiguos dueños a las empresas recién llegadas.  

Además de estos intercambios comerciales la entrada  de las transnacionales en la 

región generó una serie de inconvenientes que visibilizaron al municipio a nivel 

nacional: la posibilidad de realizar minería a cielo abierto en esta zona del país condujo 

a un fuerte rechazo debido a las graves consecuencias ambientales que este tipo de 

minería ocasionaría. La presión tanto nacional como internacional produjo que el 

gobierno en cabeza de la ministra del medio ambiente decidiera no permitir la mega 

minería en Vetas  hasta  tanto no se hiciera una delimitación actualizada de la zona de 

páramo, ecosistema que sería altamente afectado por dicha actividad. Al momento de la 

presentación de este documento la delimitación de la zona de páramo ya había sido 

establecida por parte del  ministerio de medio ambiente y desarrollo sostenible, pero  no 

se ha dado a  conocer, por tanto las consecuencias de esa decisión no se han hecho 

manifiestas y son difíciles de predecir.   

Pero a falta de decisiones rápidas y eficientes los damnificados han sido los 

habitantes de la región de Vetas. El modus vivendi de estas personas eminentemente 

mineras fue alterado de tal forma que el trabajo en la región se ha convertido en un 

privilegio. Lo que se pensaba era una problemática de índole ambiental, legal y 

económica paso a ser fundamentalmente social. Ante esta situación el gobierno local 

parece no tener alguna solución práctica, encontrándose sometido a las posibles 

decisiones que tome el Gobierno Nacional.  

La problemática del municipio pone de manifiesto las  dificultades que existe en 

el país a la hora implementar políticas Nacionales a nivel local. Aunque las políticas 

públicas son propuestas por el Gobierno Nacional, es necesario contar con los demás 

niveles de gobierno para su implementación, de no ser así lo que puede generar son 

problemas de difícil solución.  

Frente al panorama que presenta el municipio de Vetas, es preciso preguntarse 

acerca de la existencia de coordinación, coherencia y trabajo mutuo  entre los diferentes 

niveles de  gobierno a la hora de ejecutar las diferentes políticas.  

Un acercamiento a conceptos claves y una revisión de la política minera y 

ambiental, teniendo como referente el caso Vetas, dará luces a este interrogante. 

 

 

 



Políticas públicas e instituciones. 

El concepto de política pública es fundamental para las sociedades actuales, debido a 

todo lo que este concepto implica en la toma de decisiones de los gobernantes, y a que 

no es un concepto nuevo sino que ha venido evolucionando con el tiempo:  “Las 

políticas públicas nacen desde el mismo momento en que el hombre se instaura y 

permanece en un espacio determinado, es decir, desde el mismo instante en  que unos 

individuos fundan una sociedad y deciden construir  un entorno adecuado a sus 

necesidades”. (Ordoñez, 2013) Es por ello que este concepto es estudiado desde hace 

muchos años no solo por líderes políticos, sino también por filósofos y académicos de 

las ciencias sociales.  

Algunas definiciones de política pública  giran en torno a las acciones ejercidas 

por el gobierno en función de su quehacer: “Entiendo por política pública el conjunto de 

decisiones, acuerdos y acciones realizadas por un grupo de autoridades públicas, con o 

sin la participación de los particulares, encaminadas a solucionar o evitar un problema 

definido como relevante, y a seleccionar, diseñar e implementar los instrumentos que 

permitan cumplir sus objetivos. La política pública hace parte de un ambiente 

determinado, busca modificar o mantener ese ambiente, y puede producir o no los 

resultados esperados”. (Velásquez, 2009, p. 156).  Para este autor la política pública es 

el mecanismo más apropiado para  solucionar los problemas acontecidos en la sociedad. 

Es la herramienta con la que cuenta los funcionarios públicos a la hora de tomar  

decisiones u  acciones que permitan lograr objetivos concretos. Y necesariamente no 

implica la colaboración de particulares.  

En cambio algunos pensadores consideran que,  aunque las políticas públicas 

son decisiones que solo son tomadas por los gobernantes, estos pueden involucrar a 

actores no públicos en estas mismas:   

 

“Una PP es básicamente una acción intencional, orientada a la realización 

de ciertos objetivos públicos deseados, y una acción causal, que se 

considera idónea para efectuar los objetivos aspirados, transformando así 

el resultado deseado en un resultado esperado, es decir, en un hecho cuyo 

acontecimiento puede esperarse razonablemente que ocurra por cuanto 

sería el efecto de la acción decidida"(Aguilar, 2008, p. 8). 

 



Así pues, las políticas públicas son acciones, medidas o estrategias que buscan la 

solución de un problema social que ha sido identificado y que es relevante. Es decir,  

son decisiones que toman los gobernantes con otros actores o sin ellos,  para resolver 

una necesidad significativamente insatisfecha,  y con esto lograr  cierto grado de 

bienestar en los individuos de un Estado o Nación.  

En la construcción de una política pública existen cuatro elementos 

fundamentales:  

a) Principios: referidos a la manera de conducir los asuntos públicos. 

b) Objetivos: entendidos como prioridades específicas definidas en relación con 

un asunto particular. 

c) Un conjunto de medidas concretas: decisiones, acciones, disposiciones 

procedimentales, declaraciones y discursos. 

d) Instrumentos: medios disponibles para alcanzar los objetivos propuestos. 

Además de estos elementos mencionados, la política pública tiene en el proceso de su 

creación un antes y un después, que consiste en:  

• Establecer las prioridades comunes que guían la acción de gobierno 

(Agenda). 

•  Legitimar las decisiones sobre los procesos que deberán seguirse en torno a 

estas prioridades comunes. 

•  Ejecutar  las decisiones a través de procesos administrativos. 

•  Evaluar los resultados y efectos de los procesos.  

Estos procesos de política son posibles debido a que las instituciones establecen 

los lineamientos a seguir. Las instituciones entonces son cruciales para el mundo 

político porque son las que  designan los actores, sus roles y su procedimiento.  

En los últimos años muchos autores han puesto a las instituciones como parte 

central del análisis económico, social y político, atribuyéndoles un papel esencial  en la 

sociedad: North (1990), por ejemplo, ha planteado que las instituciones son la regla de 

juego en una sociedad, son creadas por humanos y le dan forma a la interacción 

humana.   

Otra definición que enriquece el concepto y que además reafirma lo 

anteriormente dicho es la siguiente: “Las instituciones son estructuras de tipo 

regulativo, normativo y cognoscitivo que dan estabilidad, coherencia y significado al 



comportamiento social. Las instituciones son transportadas por diferentes medios: 

cultura, estructuras y rutinas” (Appendini- Nuijten, 2002, p.76). 

Las instituciones son importantes y necesarias para cualquier organización o 

estructura política por el rol que desempeñan como agentes reguladores del 

comportamiento humano.  Es tan así, que la conducta de cualquier   individuo siempre 

está  vinculada a alguna  institución.  

Para el neoinstitucionalismo existen dos tipos de instituciones: las formales y las 

informales. Las instituciones formales son las que se refieren a las reglas escritas o 

estructuras debidamente organizadas. Y las informales son reglas no escritas que con el 

paso del tiempo son incorporadas y asimiladas por la sociedad como parte de sus 

costumbres.  

Las instituciones no son organizaciones que pueden cumplir con su labor de 

forma  aislada. La unión de las distintas instituciones es la que permite que el estado o 

la sociedad  funcionen de manera sincronizada, es por eso pertinente hablar de 

“coordinación”  cuando se analiza la administración pública.  

La coordinación en la implementación de políticas. 

La coordinación  según la Real Academia Española (2014), es la acción y efecto 

de coordinar y según esta misma institución coordinar es: “Concertar medios, esfuerzos, 

etc., para una acción común” (www.rae.es).  Esto significa que cuando se habla de 

coordinación se está haciendo alusión a la acción que buscan unir esfuerzos en torno a 

un objetivo. En  relación con  la política pública  la coordinación puede ser comprendida 

como herramienta y como proceso. Como herramienta se puede pensar que es un 

instrumento de gestión pública “que permite reducir contradicciones o redundancias y, a 

la vez, desarrollar políticas integrales”  (Reppeto, 2010 p. 61), y como proceso corresponde 

a la articulación de “[…] múltiples dimensiones (político y técnico, participativo y 

concertado, vertical y horizontal), y de diferentes alcances (macro, meso y micro), que 

involucra a diferentes actores y sectores, con el fin de articular esfuerzos y crear 

sinergias que favorecen el logro de objetivos estratégicos” (Molina y Licha, 2005, p. 5).  

La coordinación permite que la política pública  pueda ser una  respuesta a  la 

problemática social y a sus diversas causas desde la gestión pública.  Igualmente facilita  la 

coherencia entre el diseño de la política pública y su implementación eliminando la falta de 

planificación y por ende reduciendo los costos. Y por último abre espacios de comunicación 

entre los diferentes sectores que intervienen en la sociedad.  



Martínez Noguiera (2010, pp.32-33) considera que la coordinación tiene unos principios 

guías que delimitan el fin que persigue:  

• Clara delimitación de competencias 

• Una estructura organizacional congruente con los planes y objetivos de 

gobierno. 

• Presupuesto con base a resultados. 

• Confluencia de autoridad política y solidez técnica. 

• Objetivos claros y precisos que le den un sentido concreto a los esfuerzos de 

coordinación. 

• Normas formales, precisas y de efectivo cumplimiento. 

Cuando se coordina correctamente, es posible, “contar con instrumentos 

flexibles y eficaces que contribuyan a superar la fragmentación organizacional, la 

dispersión de recursos, de información y actividades” (Molina y Licha, 2005, p. 8).  

Al ocurrir esto, se trabaja de forma eficiente por un mismo objetivo y se superan 

las dificultades. Ademas se obtienen Instituciones con una mirada amplia de los 

contextos,  actuando de manera sistemática, y alcanzando como resultados  políticas 

ajustadas y congruentes con la realidad.  

Lo que se busca con la coordinación de la política pública es que todo este 

concadenado de tal forma que funcione de la manera más armónica posible: “La 

coordinación de políticas puede entenderse como un proceso político y técnico a la vez, 

de carácter tanto analítico como instrumental, orientado al logro de coherencia y 

articulación de las políticas para favorecer el logro de objetivos estratégicos” (Reppeto y 

Fernández, 2012, p. 45). En pocas palabras la  coordinación permite que haya 

continuidad y sincronización entre los objetivos planteados de forma estratégica y 

concertada con los resultados logrados y el impacto que se pueda ocasionar.  

Como ya se había  señalado anteriormente, las políticas públicas son la puesta en 

marcha de las autoridades para mejorar la situación de algunos sectores o 

colectividades, sin embargo en ocasiones, la implementación de estás no proporciona 

los resultados esperados. El  municipio de Vetas es un  ejemplo de una Política 

Nacional en torno a la minería  que trajo consecuencias no deseables en el ámbito local. 

Por tanto es necesario conocer en que consiste esta problemática y cuales han sido las 

bases legales que han permitido las consecuencias allí presentadas.  

 



Vetas, la minería y el medio ambiente. 

La principal actividad económica del municipio de Vetas es la minería, actividad 

que se ha venido desarrollando continuamente desde la época de la colonia, explotando 

el oro y la plata. Durante la época colonial la actividad minera estaba bajo el control de 

la corona española, y la forma como se ejercía la minería en ese periodo era  totalmente 

rustica: “Minería sin ningún tipo o poca tecnificación, [que] se realizaba a la luz de las 

velas o de lámparas de carburo, sin carretillas ni gran maquinaria” (Buitrago, 2012, 

p.39). Después de la independencia de España, el control de la minas paso a manos de 

los criollos, quienes comenzaron a organizarse en grupos de mineros que fueron 

creando pequeñas empresas, que con el tiempo fueron reconocidas como empresas  

legalmente constituidas.  El nombre con el que se clasifica este tipo de actividad, 

desarrollado por pequeñas empresas locales, es el de minería a pequeña escala o 

artesanal.  Ya entrado el siglo XX en el municipio existían alrededor de trece empresas 

claramente constituidas: “Providencia, san bartola, Delirios, La Meter, El dorado, San 

Antonio de Yolombó, San Turban, La Reina de oro, Tajo abierto, Toposí, Real minera, 

Trompetero, La Elsy” (Jaime y Gómez, 2009, p.199).  Además de esta actividad minera 

organizada y formalizada, los vétanos -gentilicio de las personas nacidas en el 

municipio- han mantenido un tipo de trabajo paralelo e informal, con el que buscan 

obtener recursos adicionales a los obtenidos con su trabajo en dichas empresas. Este 

tipo de trabajo informal se presenta principalmente a través de dos actividades: el 

barequero* y el galafardeo*.  

Con la llegada del siglo XXI el panorama general de la minería como 

tradicionalmente se realizaba en el municipio de Vetas ha cambiado.  Esto se debe 

principalmente a la llegada de empresas multinacionales, en su gran mayoría 

canadienses, quienes han realizado actividades de exploración en la zona con el fin de 

desarrollar actividad minera a gran escala.  Tras su arribo a Vetas, de las 13 empresas 

mineras  artesanales que existían solo quedaron cuatro: Trompeteros, la Elsy, Reina de 

Oro y Providencia. Las empresas restantes fueron vendidas o arrendadas a las 

multinacionales, dueñas de la mayoría de títulos mineros en la zona.  

                                                             
* La Ley  685 de 2001 en sus artículos 155 a 157 define El barequeo es la actividad que se contrae al 

lavado de arenas por medios manuales sin ninguna ayuda de maquinaria o medios mecánicos y con el 

objeto de separar y recoger metales preciosos contenidos en dichas arenas. (Ministerio de Minas y 

Energía). 
* Extracción ilegal en los socavones de las minas, es decir, se extraen piedras con chispas de oro para 

luego llegar a moler en casa. Existen dos formas: entrando por la entrada del socavón de noche, sin que 

los socios, familias por lo general se dieran cuenta o abrir huecos para romper dentro de los socavones. 

(Buitrago, 2012, p.39). 



El municipio de Vetas es un ejemplo fehaciente de lo que ha sido el cambio en 

política minera y la llegada de estas empresas al país.  Vetas venia de más de 400 años 

realizando sus actividades mineras sin ser visible ante el panorama económico del país y 

sus habitantes subsistían a partir de su trabajo artesanal en las minas.  Sin embargo, el 

cambio de la política minera nacional y la entrada de las multinacionales en la dinámica 

minera de la región,  transformaron el contexto socio-económico dentro del municipio, 

y en general de la región.  

Los principales factores donde se percibe esta transformación socio-económica 

son: 

• Se visibilizó a Vetas, y en general la zona del páramo de Santurban, frente al 

país como una región objetivo para la minería a gran escala. 

• Se cambió radicalmente la dinámica económica y laboral de la región, pues 

las multinacionales absorbieron las empresas de minería tradicional sobre las 

que recaía la economía de la región. 

• Se generó un problema interregional debido principalmente al impacto 

ambiental que conllevaría la operación de minería a gran escala en una zona 

de paramo, que suple de agua a gran parte del departamento de Santander. 

• La conceptualización de la minería como legal o ilegal ha permitido que se 

produzca una confusión frente a la legitimidad de la minería que 

históricamente se ha realizado en la región, lo que ha hecho que, aunque se 

cuente con los títulos mineros correspondientes, se perciba el trabajo 

artesanal como ilegal, situación que ha llevado inclusive a la criminalización 

de los mineros tradicionales. 

Uno de los principales problemas que actualmente afronta el municipio de Vetas es la 

delimitación del Páramo de Santurban. El 16 de enero del 2013 el Consejo Directivo de 

la CDMB hace la  declaratoria de “PARQUE NATURAL REGIONAL PARAMO DE 

SANTURBAN”.  Bajo  esa delimitación  parte de su territorio queda sobre las áreas 

protegidas, lo que significa que el modus vivendi de estos municipios se vería alterado y 

de cierta forma reducido a un espacio limitado. Según el artículo cuarto de la 

declaratoria anteriormente mencionada “no podrá autorizarse, ni ejecutarse 

exploraciones y explotaciones mineras” en la zona protegida como parque natural. 

A la declaración de parque se suma la nueva delimitación de zona de páramo 

propuesta por la ministra de ambiente Luz Helena Sarmiento, así se registra en la nota 



periodística de marzo 31 de 2014 del diario EL Colombiano “zona de protección del páramo 

solo en Santander se extenderá a 42 mil hectáreas, un área cuatro veces mayor a la que 

actualmente se conserva con el Parque Regional Natural Santurbán”. Se espera que con 

esta nueva delimitación, aproximadamente el 95% del municipio de Vetas quede dentro 

de la zona de páramo, la cual será protegida y en ningún caso se podrán realizar 

actividades mineras.  

Ante esta situación el municipio de Vetas enfrenta fenómenos como el 

desempleo, según Orlando Gamboa en declaración registrada por Jazmín Rodríguez en 

julio 17 de 2013 para el  diario Vanguardia Liberal. “en el municipio hay cuatro 

empresas que están generando empleo para 250 personas aproximadamente, pero el 

potencial de empleo allí es de mil trabajadores. 700 que no están desarrollando 

minería”.  

Al mismo tiempo por la falta de oportunidades, en Vetas se viene realizando 

minería ilegal por parte de los habitantes de la región, así lo señala articulo de Portafolio 

en febrero 5 de 2014 “podría ser entre 200 y 300  el número de personas que están 

ingresando por su cuenta a los socavones de las empresas para extraer el oro”. Son 

predios pertenecientes a las multinacionales, lo cual genera una alta tensión entre estas y 

los mineros vétanos. Lo que deja apreciar el municipio de Vetas es una problemática 

social, económica y ambiental de grandes proporciones, la cual puede terminar 

generando graves consecuencias a nivel nacional. 

Debido a la dificultad que atraviesa el municipio es necesario conocer los 

lineamientos de la política minera y ambiental del país, y de esa forma comprender los 

alcances y limitaciones que tienen las normas y las autoridades públicas.  

Políticas minera y ambiental. 

Los lineamientos de la Política Nacional Minera son esbozados en el Plan 

Nacional de Desarrollo 2010-2014, Prosperidad para todos.  Lo que se propone con este 

plan  es mejorar el rendimiento del sector minero, y para eso se trabaja específicamente 

en las siguientes cuestiones: Un fortalecimiento institucional en el que se garantice un 

aprovechamiento de los recursos naturales de manera responsable,  además de un 

aprovechamiento y una ampliación de la infraestructura existente. Este fortalecimiento 

busca que la explotación minera sea competitiva, responsable y productiva, pero en 

función de un desarrollo sostenible. 

También es necesario que se conozca el potencial minero con que cuenta la 

Nación, y para esto se debe crear  un sistema de información veraz que comparta los 



conocimientos sectoriales  con todo el País. Además es importante que no solo estén 

claras las cosas a nivel nacional, sino que a nivel local sea evidente el fortalecimiento 

institucional y la necesidad de explorar y explotar las zonas mineras de una manera 

responsable y sostenible.  La institución encargada de hacer efectivas estas políticas es 

el Ministerio de Minas y Energía, que sigue básicamente los mismos lineamientos del 

Plan Nacional de Desarrollo. 

Por otra parte, la Política Ambiental del país ha venido sufriendo cambios 

importantes. Específicamente es en los años 90 que la legislación colombiana adopta 

una serie de Leyes que buscan garantizar el buen uso de los recursos naturales. Según el 

Departamento Nacional de Planeación, la Política Ambiental  se pueden definir como: 

“el conjunto de prácticas, instituciones y determinaciones de una nación, orientadas a 

garantizar la sostenibilidad ambiental, en tiempo y espacio, del capital natural de su 

territorio”  (Vega: 2002, p, 7). Esto significa que  la política ambiental, y en general las 

políticas públicas, deben enfocarse en conseguir el desarrollo sostenible de la  Nación. 

En este objetivo tiene gran incidencia la gestión  administrativa que se lleve a cabo en 

los diferentes niveles de gobierno y dentro de las instituciones que los conforman. 

En Colombia la Política Ambiental se basa fundamentalmente en las normas 

expuestas por la constitución Política de Colombia (artículos 79, 80, y 95) que 

especifican los  derechos, los deberes y las responsabilidades del estado Colombiano y 

sus ciudadanos con el medio ambiente; la declaración de  Rio de 1992, que ejerce una 

fuerte influencia en la Política Nacional Ambiental en torno al concepto de desarrollo 

sostenible;  y  la Ley 99 de 1993. 

 

Análisis de las competencias de los diferentes niveles de gobierno en materia de 

minería y medio ambiente. 

Colombia según el artículo primero de la Constitución Nacional es un: “Estado 

social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con 

autonomía de sus entidades territoriales […]” (Constitución Política de Colombia 1991, 

Titulo 1, Art 1).  Ser todo lo anterior implica la garantía de derechos,  la existencia de 

un poder central, y el reconocimiento de la independencia de los entes territoriales para 

gobernarse.  Es por ello que en Colombia existen diferentes niveles de gobierno 

(Nacional, Departamental  y  Municipal) a los cuales les  compete cumplir con ciertas  

funciones designadas por la Ley.  



Los niveles de gobierno que influyen en el proceso de la  minería Colombiana se 

determinan en la Ley 685, Capitulo XXVIII, en el subtítulo de Competencias.  Las 

instancias de dirección nacional definidas en dicha ley fueron: el ministerio de Minas y 

Energía e  INGEOMINAS, hoy Servicio Geológico Colombiano.  Esta última es la 

autoridad nacional que tiene a su cargo la administración de los recursos mineros. El 

articulo 317 de la Ley en comento establece que estas entidades podrán “[…] realizar 

actividades de promoción en aspectos que puedan llegar a influir en la  industria minera, 

la administración del recaudo y distribución de las contraprestaciones económicas 

señaladas en el código minero”.  

El Servicio Geológico Colombiano tiene la facultad de desarrollar funciones de 

titulación, registro, asistencia técnica, fomento, fiscalización y vigilancia de los aspectos 

organizativos y demás que se enmarcan en la ley.  Así mismo el ministerio de Minas y 

Energía tiene la facultad de hacer control, fiscalización y vigilancia, actividades que 

puede desempeñar por medio de auditores que autorice el mismo ministerio.  La 

vigilancia deberá hacerse “[…] de la forma y condiciones en que se ejecuta el contrato 

de concesión tanto por los aspectos técnicos como por los operativos y ambientales” 

(Ley 685 de 2001, Art. 318). 

En general, el Ministerio de Minas y Energía es el que puede ejercer las 

funciones de control, vigilancia, fiscalización, concesión de permisos y, en algunas 

oportunidades, subcontratar cierto tipo de actividades, siempre bajo su amparo y 

posterior revisión.  Las otras dos entidades que determinan aspectos relevantes en el 

proceso de la minería son, el Servicio Geológico Colombiano y el Ministerio de 

Ambiente y Desarrollo sostenible.  

En materia de medio ambiente, es el Departamento Nacional de Planeación 

quien coordina y apoya los diferentes proyectos entre los distintos niveles de gobierno.  

A cada nivel de gobierno y a las Corporaciones Autónomas Regionales (CAR),   les  

corresponde  la planificación, la  ejecución y el control del medio ambiente. Para ello se 

basan en lo ordenado por la Ley 99 de 1993, conocida como Ley del medio ambiente. 

La Ley designó al Ministerio de Ambiente, vivienda y desarrollo territorial, para 

desempeñar las funciones de planificación, ejecución y control a nivel nacional.  Dicho 

ministerio ha venido cambiando de nombre con los diferentes gobiernos, pero sigue 

rigiéndose por la Ley antes mencionada. Hoy se conoce como Ministerio de Medio 

Ambiente y Desarrollo Sostenible.  Cuando se habla de planificación, se hace referencia 

a la formulación de políticas, a la regulación de estas mismas, a la mejor utilización de 



los recursos renovables y su sostenibilidad, al trabajo conjunto entre los diferentes 

ministerios, a la coordinación de las diferentes entidades que integran el sistema 

nacional ambiental (SINA), a la creación de normas mínimas que eviten un mayor daño 

ambiental, a la delimitación de zonas protegidas como son los Parques Nacionales 

Naturales y las reservas forestales nacionales, entre otras funciones.   

A nivel regional, la Ley 99 de 1993 crea las CAR con el fin de velar por la 

sostenibilidad ambiental y la administración de los recursos naturales dentro de ciertas 

áreas establecidas.   

El siguiente nivel de gobierno al que le corresponde la protección del medio 

ambiente es al departamental.  En él recaen funciones concretas y específicas como las 

siguientes: promover y ejecutar las políticas nacionales sobre el medio ambiente; ayudar 

presupuestal y administrativamente a los diferentes entes territoriales bajo su 

jurisdicción, a las CAR y a los diferentes municipios en los programas que estos 

gestionen para el cuidado del medio ambiente y los recursos naturales renovables;  y  

trabajar conjuntamente con las CAR para la creación de programas de colaboración y 

manejo del medio ambiente  entre países vecinos que  comparten los recursos naturales 

renovables. 

El último nivel de gobierno que le concierne la gestión administrativa en materia 

medio ambiental es al Municipio;  en esta instancia las funciones dependen mucho de 

las decisiones que en los otros niveles de gobierno se hayan tomado. Sin embargo 

también le son asignados algunos deberes propios de su gestión. La primera labor que le 

corresponde al gobierno municipal es llevar a cabo los programas o  políticas nacionales 

y regionales en materia ambiental y diseñar los programas ambientales del municipio de 

acuerdo a los lineamientos trazados por los niveles gubernamentales superiores. Otra 

función clave es la de trabajar junto a las CAR en programas que busquen la 

conservación del medio ambiente en general. También es labor municipal organizar 

junto a otras entidades territoriales proyectos que tengan como fin  la recuperación de la 

tierra y el manejo adecuado de las aguas.   

Además de estas labores ya adscritas al municipio, esta entidad también debe 

ejercer funciones de control.  Como organismo de control, a la administración 

municipal le son asignadas tres importantes labores: En figura del alcalde le 

corresponde ejercer control y vigilancia del medio ambiente con el fin de  cumplir con 

el derecho constitucional a un ambiente sano. Además debe trabajar de la mano con las 



CAR con el objetivo de controlar los recursos renovables de su territorio y el uso que de 

estos se hace. 

Consecuencias de la minería en el Municipio de Vetas, y la respuesta 

gubernamental. 

Parte del municipio de Vetas se encuentra dentro del llamado páramo de 

Santurban;  aunque la ubicación geográfica podría parecer una ventaja para esta región, 

en la realidad ocurre algo distinto. Desde el año 2009 la empresa “GREYSTAR 

RESOURCES LTD, presentó una solicitud de licencia ambiental global para el 

proyecto de explotación de minerales auroargentíferos denominado “Angostura” […] 

localizado en jurisdicción de los municipios de California y Vetas, departamento de 

Santander”. (Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial: Resolución 

1015 de 2011). Lo que pretendía la empresa canadiense era realizar minería a cielo 

abierto en los municipios antes mencionados;  sin embargo la posibilidad de llevar a 

cabo el proyecto Angostura afectaba de forma directa al páramo de Santurban y por 

consecuencia a más de dos millones de personas que residen cerca al páramo y reciben 

el suministro de agua de ese ecosistema. Por  supuesto las reacciones no se hicieron 

esperar por parte de las organizaciones ambientalistas que inmediatamente rechazaron la 

iniciativa e hicieron visible ante la opinión pública  las consecuencias que traería llevar 

a cabo este proyecto en los municipios de Vetas y california, por medio de toda clase de 

manifestaciones como “marchas, audiencias públicas, varios artículos, comunicados, 

videos, performances y obras de arte” (Buitrago: 2012, p, 10). Esta problemática generó 

incertidumbre e inestabilidad económica  para estos municipios y en general para la  

región de Soto Norte.  

A raíz de esta situación tan compleja tuvieron que intervenir representantes del 

Gobierno Nacional con el fin encontrar soluciones a la difícil problemática que se 

estaba produciendo en la zona. El principal actor del gobierno fue el ministerio de 

Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial que tomó como primera medida el 31 de 

Mayo del 2011 mediante la Resolución 1015, la decisión de no aceptar la solicitud de 

licenciamiento ambiental requerida por la Greystar. A pesar de que la decisión fue a 

favor de la conservación del medio ambiente, el Ministerio no impuso ninguna 

restricción  que evitara que lo ocurrido volviera a suceder, es por eso que   el “diputado 

Roberto Schmallbachs, del partido POLO – MOIR pasó una propuesta que buscaba 

declarar el páramo de Santurbán en un Parque Natural Regional”. (Buitrago: 2012, p, 



11). Dicha propuesta fue presentada oficialmente ante la plenaria del departamento de 

Santander esperando que encontrara acogida. 

En vista de lo que estaba ocurriendo el Ministerio de Minas y Energía emitió un 

pronunciamiento dirigido a la Corporación Autónoma Regional de la Meseta de 

Bucaramanga (CDMB), en el cual dio su punto de vista con respecto a la posibilidad de 

declarar el páramo de Santurban en Parque Natural Regional. Para este ministerio “la 

declaratoria de parque tiene implicaciones en materia minera, por cuanto se trata de una 

zona con un gran potencial minero, en el que esta actividad ha estado presente por más 

de 500 años acompañando a sus pobladores y es parte del acervo cultural de sus 

gentes”(Ministerio de Minas y Energía: 2011, p,15), por eso sugiere a la CDMB revisar 

los limites propuestos para la zona de parque tanto en California como en Vetas debido 

al alto potencial que tienen estos territorios  en Minerales. También mediante este 

mismo  pronunciamiento el ministerio pone de manifiesto la contradicción que existe 

entre la “política de atracción de inversión en el sector minero” (Ministerio de Minas y 

Energía: 2011, p, 16), y el no cumplimiento de lo pactado. No es posible pretender 

competir a nivel mundial con un sector minero débil que  no cumple con lo establecido 

al momento de contratar.  

Durante los dos años siguientes la situación de los municipios involucrados 

siguió siendo difícil, específicamente en el municipio de Vetas. Las cuatro 

multinacionales que estaban desde hace poco tiempo en la región decidieron retirarse o 

simplemente parar de trabajar, hasta tanto no tener claridad legal con respecto a la zona 

que pretendían explotar.  A esta complicada situación para el municipio se suma la otra 

medida que tomó el Ministerio de Medio Ambiente junto al Consejo Directivo de la 

Corporación Autónoma Regional para la Defensa de la Meseta de Bucaramanga: de 

declarar mediante el Acuerdo 1236 de enero 16 de 2013, al paramo de Santurban en 

“PARQUE NATURAL REGIONAL PARAMO DE SANTURBAN”. A pesar de que 

esa declaratoria ya se esperaba, no dejo de producir malestar en la comunidad, debido a 

que en las 11.700 hectáreas protegidas “el municipio entregó casi el 58% del territorio” 

(Gamboa, 2014)1. Ahora como parque, esta parte del territorio es zona protegida y le 

corresponde a la Corporación Autónoma Regional para la Defensa de la Meseta de 

Bucaramanga (CDMB), mantener su conservación.   

                                                             
1 Entrevista marzo 2014 Orlando Gamboa (presidente Asomineros), Municipio de Vetas. 



Después de  la de declaratoria de parque al municipio de Vetas todavía le 

quedaba seguir esperando la nueva delimitación de paramo, lo que  significaba 

continuar en medio de una crisis de toda índole: “los representantes de los mineros 

manifestaron que hasta el momento el Gobierno Nacional no les ha presentado 

proyectos de solución económica en Soto Norte y las empresas mineras se mantienen 

estancadas en sus procesos por la posible delimitación de páramo” (Rodríguez, 2013). 

Aunque se esperaba que la nueva delimitación se diera en el mismo año que la de 

parque, la situación no fue la esperada y hasta el 30 de Marzo de 2014 “La Ministra de 

Ambiente y Desarrollo Sostenible, Luz Helena Sarmiento Villamizar, presentó la 

delimitación del Páramo de Santurbán en jurisdicción de Santander, con una extensión 

aproximada de 42.000 hectáreas” (CDMB, 2014b). La nueva declaratoria además de 

proteger el ecosistema de páramo, busca redirigir a los habitantes afectados por esta 

hacia una nueva actividad que compagine con el medio ambiente y permita su 

conservación. El objetivo del Gobierno Nacional es que con ayuda de varios de sus 

ministerios se pueda implementar la medida de forma gradual, contando 

indiscutiblemente  con las personas que habitan esta zona.  

La propuesta por parte del Gobierno Nacional para mitigar el impacto causado 

por la delimitación es promover y gestionar “programas  de vivienda rural, 

formalización del empleo y pagos por servicios ambientales” (CDMB, 2014a), pero 

sobre todo este último proyecto es la gran apuesta que tiene el Gobierno para garantizar 

la sostenibilidad económica de las gentes de estas regiones.  

Sin embargo no deja de ser preocupante para los habitantes de Soto Norte este 

nuevo contexto: con la delimitación que  no solo prohíbe la minería sino que también la 

agricultura, los cultivadores de cebolla serían fuertemente damnificados; en palabras de 

un campesino de la región registrada en abril 1 de 2014 en el diario El Tiempo:  

“[…] para cumplir con un periodo de transición se necesitarían más de 20 

años de cambios concertados con la comunidad”. “Quedaremos en la 

quiebra completa. Solamente nos quedan 14.000 hectáreas para trabajar, de 

las cuales 11.000 van a ser declaradas zonas de interés público; quedamos 

con la casita y la ropa que tenemos”. 

Con respecto a la minería, las empresas que estaban esperando la delimitación del 

páramo quedaron insatisfechas, como se lee en el diario Portafolio de marzo 31 de 2014  

“[…] no lograron conocer las coordenadas precisas del páramo. Firmas como Eco Oro y 

Leyhat están a la espera de conocer estos límites para saber si pueden continuar o no sus 



operaciones en la zona”. Lo que si se  conoció fue que de los  28 títulos mineros que se 

habían concedido en el territorio 10 quedaron dentro de la delimitación. La actividad 

minera entonces resultó altamente golpeada por la problemática de la región. Pese a esto 

la respuesta gubernamental en cabeza  del Ministerio de Minas ha sido muy pobre o por 

lo menos así es percibido por Orlando Gamboa (2014) presidente de Asomineros: "el 

Ministro de Minas y energía  ha sido el que menos interés ha demostrado con la región, 

aun sabiendo que esta zona es eminentemente minera”. 

El cambio producido en la región de Soto Norte pone de manifiesto la coordinación 

que debe existir no solo entre el diseño de políticas y su implementación, sino también 

entre el Gobierno Nacional, sus ministerios y los entes territoriales. A estos últimos les 

corresponde trabajar conjuntamente con el fin de lograr los mejores beneficios para sus 

regiones y al mismo tiempo afrontar los desafíos que durante sus periodos de gobierno 

se generen.  

 

Conclusiones 

En algunas ocasiones la historia de un pueblo cambia de tal forma que tanto su 

presente como su futuro pueden ser totalmente inciertos. El municipio de Vetas cumple 

a cabalidad con lo anteriormente enunciado: con la retirada de las trasnacionales del 

municipio y la delimitación del páramo, las posibilidades que le quedan al municipio 

parecen ser pocas. En palabras de una habitante y funcionaria pública del municipio, 

“Con la delimitación del páramo desaparecería el pueblo, es algo que a nosotros nos ha 

molestado mucho, no se ha tenido para nada en cuenta nuestras opiniones” (Lizcano, 

2014)2. Pensar en definir y asegurar el futuro de un pueblo es algo que no solo merece 

toda la seriedad del caso sino que debe  involucrar a todos aquellos que pueden salir 

afectados con las decisiones tomadas. La problemática que comenzó hace cinco años en 

Vetas no solo dio a conocer a nivel nacional al llamado “pueblito pesebre”, sino que 

produjo toda clase de dificultades para sus gentes.  Dentro de aquel pueblo en clavado 

en las montañas, se estaba gestando una crisis que pedía a gritos atención.   

Debido a la gran riqueza aurífera e hídrica del municipio podría pensarse que el 

Estado ha mantenido una  contaste presencia  en la zona. Sin embargo,  para un 

habitante de la región y líder del pueblo,  la realidad es otra: “Por años la presencia del 

estado ha sido muy poca en el municipio, nunca ha existido un apoyo real a las 

                                                             
2 Entrevista,  marzo 2014. Rosmary Lizcano Secretaria General y de Gobierno del Municipio de Vetas 



pequeñas empresas mineras que siempre han estado legalmente constituidas, por el 

contrario siempre se les han impuesto restricciones como las del uso del agua” 

(Rodríguez, 2014)3. En este municipio eminentemente  minero confluyeron una serie  

de acontecimientos que desestabilizaron la región, y que además pusieron a prueba la 

capacidad de respuesta, de coordinación y eficiencia del Gobierno Nacional y los 

diferentes entes territoriales.  

Teniendo en cuenta que la problemática acontecida en este municipio no solo es 

minera sino también ambiental, es a los ministerios de Minas y Energía y al de Medio 

Ambiente y Desarrollo sostenible, como autoridades públicas nacionales, a quienes les 

corresponden atender la situación.  

El papel que han desempeñado estos ministerios en la zona ha sido afrontado de 

manera distinta. Aunque Vetas es un municipio minero y su problemática en sí está 

relacionada con la falta de trabajo en la zona, el ministerio de Minas y Energía ha sido 

el menos interesado en acudir y proponer posibles soluciones. A diferencia de este,  el 

Ministerio de Medio Ambiente ha mantenido una actitud mucho más activa y 

conciliadora. En el ejercicio de su quehacer este ministerio no solo ha hecho presencia 

en la zona sino que también ha propuesto salidas, que aunque  para algunos habitantes 

del municipio son poco viables, dejan ver el interés de este ministerio por responder en 

parte al impacto ocasionado por la delimitación de páramo. Lo que deja ver esa 

diferencia en su forma de proceder, es la falta de coordinación que existe  entre estos 

dos ministerios que representan al Gobierno Nacional.  

Aunque en el país se ha venido fortaleciendo la institucionalidad minera y 

ambiental, al parecer no hay una articulación verdadera entre estos dos sectores. La 

política minera actual responde a la expectativa generada alrededor de ese sector como 

aquel que jalonaría  la economía Nacional, y  la política ambiental por su parte responde 

a la noción de desarrollo sostenible. Esto de por si crea un problema. Para volver 

atractiva la actividad  minera en el país se ha tenido que ser flexible en las normas, 

exigencias y requisitos que deben cumplir las empresas mineras. Lo cual contrasta con 

lo que se comprende como desarrollo sostenible, ya que en este concepto lo que prima  

es el uso racional de los recursos naturales, más aun de los no renovables. Por tanto lo 

que es beneficioso para los intereses de un sector no siempre es provechoso para el otro.  

Creando así tensiones entre ambos.  

                                                             
3 Entrevista marzo 2014 Orlando Rodríguez, inspector de policía del municipio de Vetas.   



Aunque las políticas públicas son básicamente la respuesta que debe dar el 

Estado ante las necesidades de la sociedad, lo especial en ellas es que deben estar 

particularmente enfocadas a una colectividad o territorio especifico. El proceso de la 

construcción e implementación de una política pública tiene una lógica interna que es la 

que permite que esta se pueda llevar a cabo con resultados positivos. Esta lógica implica 

que como primera medida  se establezcan prioridades que guíen el accionar del 

gobierno, como segunda medida se formulen los procesos que deben seguirse, luego,  se 

concreten las decisiones y por último se evalúen los resultados obtenidos. Al no 

realizarse el debido proceso, se pueden generar fallas que terminan produciendo fuertes 

problemas.  

El caso del municipio de Vetas parece consecuencia de una política mal 

diseñada. Lo sucedido en Vetas hace parte de una política Nacional que promueve la 

llegada de la inversión extranjera. La llegada de las empresas trasnacionales al 

municipio en un primer momento no se vería como un problema. Sin embargo, su plan  

de realizar minería a cielo abierto en el páramo  si condujo a una realidad distinta y 

caótica para con  este municipio. Lo que deja ver esta situación es la puesta en marcha 

de una política Nacional que no tuvo en cuenta las repercusiones que podían causar en 

los sitios donde fueron implementadas.  

En realidad la crisis en Vetas comenzó  a partir de la delimitación de la zona 

como  parque natural y se complicó con la delimitación de páramo. En la  zona 

delimitada se  prohíbe la labor que desde hace más de quinientos años realizan los 

habitantes de la región: la minería. Las empresas ante este hecho han abandonado el 

municipio, dejándolo en una situación compleja. Los habitantes del municipio han sido 

los  grandes perdedores: En un primer momento las empresas que llegaron cambiaron la 

cultura tradicional minera.  En un segundo momento perdieron sus trabajos y la 

posibilidad de llevar el sustento a sus casas, y en un tercer momento lo que tienen en 

juego es la posibilidad de perder el territorio.   

Lo realizado por las empresas extranjeras en el municipio no cumplió con las 

expectativas que alrededor de ellas se fueron creando.  En cambio se  produjeron 

consecuencias negativas para los habitantes del municipio: poco a poco resultaron 

envueltos en medio de una problemática que agrupaba a varias instituciones tanto 

gubernamentales como no gubernamentales: La CDMB, la Contraloría, las 

organizaciones ambientalistas, el Gobierno Nacional y la administración local, sin que 



realmente ninguno de estos entes se interesara verdaderamente por resolver sus 

necesidades.  

La falta de respuesta a la problemática de Vetas deja ver un problema estructural 

del país cuando trata de implementar políticas nacionales en ámbitos locales.  Aunque 

las funciones de los diferentes niveles de gobierno por lo menos en teoría parecen estar 

concadenados, en la práctica ocurre algo distinto. El caso Vetas es una muestra de  la 

falta de coordinación que existe entre las autoridades públicas nacionales y regionales, 

no solo a la hora de llevar a cabo sus políticas,  sino también al momento de solucionar 

los problemas generados por estas.  

La descentralización de  la que tanto se presume en el país parece ser una de las 

tantas cosas que solo funcionen en el papel y no en la práctica. El  gobierno local está 

supeditado  en la mayoría de las ocasiones a las decisiones de orden nacional, sin poder 

hacer nada al respecto. De igual forma el Gobierno Nacional necesita de los entes 

territoriales para llevar a cabo sus políticas y propuestas de gobierno.  

El problema de descoordinación entre las autoridades públicas deja entrever 

también  una enorme falencia de las instituciones. Cuando las instituciones funcionan de 

forma sincronizada y eficiente  los procesos de política  se llevan a cabalidad, de forma 

seria y en el menor tiempo posible; pero cuando ocurre lo contrario estos procesos 

además de tomar mucho más tiempo generan gastos innecesarios. Y pueden llevar a 

crisis sociales y económicas como en el caso de Vetas.  

La problemática del municipio es casi una crisis humanitaria, no solo porque 

despojaron a estas personas del modus vivendi sino también porque  les han ido 

arrebatando su territorio, el cual  solo se hizo visible para el Estado desde el día en que 

empresas extranjeras decidieron llegar allí para intercambiar maquinaria  por agua y  

oro.  

  Ya para finalizar, es preciso dejar presente que el Municipio de Vetas requiere 

respuestas rápidas y soluciones ágiles.  Aunque la problemática del municipio gira en 

torno a lo ambiental y lo minero, la comunidad del municipio reclama una intervención 

integral de parte del gobierno central, que le permita articular la defensa del medio 

ambiente con el aseguramiento de su supervivencia económica.  Desde este punto de 

vista, es clave la intervención y propuestas de parte de ministerios como los de 

Agricultura y Desarrollo Rural, y Comercio, Industria y turismo, los cuales pueden 

desempeñar un papel clave en el desarrollo de proyectos que posibiliten  el ejercicio de 

actividades alternas que aseguren fuentes de ingreso a los moradores de la región, sin 



impactar de manera negativa la zona de páramo, como por ejemplo el desarrollo del 

turismo ecológico, o el desarrollo e implementación de cultivos no perjudiciales para el 

páramo. 
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